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La sociedad manifiesta creativamente el descontento

Se criminaliza un derecho: la protesta
Yovanny Bermúdez, s.j.*

Un grupo de organizaciones de DD.HH recopiló 

información sobre el desarrollo de las manifestaciones 

con el fin de “dejar constancia histórica de lo ocurrido, 

fundamentalmente, en el tratamiento no democrático del 

gobierno al descontento social que se viene reflejando 

en las calles a través de múltiples formas, y dar una 

visión integral de las violaciones a los DD.HH perpetradas 

por funcionarios/as en todo el país”1

La criminalización de la protesta en el país co-
mienza a partir del año 2002 con la ley que creó 
las zonas de seguridad. En 2005 con la reforma 
al Código Penal. Tres años más tarde, primero 
con la ley que penaliza la obstaculización en la 
distribución de productos de primera necesidad 
y luego con la ley especial de defensa popular 
contra el acaparamiento. En 2009 la reforma de 
la ley de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana 
que incorpora los llamados cuerpos de comba-
tientes en las empresas estatales y privadas. Y 
en el 2012 se promulga la ley orgánica contra la 
delincuencia organizada y financiamiento al te-
rrorismo con la cual se criminaliza la protesta2. 
La Sala Constitucional del Tribunal Supremo de 
Justicia, en sentencia del 24 de abril de 2014, 
suprimió las garantías para el ejercicio del dere-
cho a la manifestación pacífica3. El resultado es 
un saldo rojo y negativo para el Estado en ma-
teria de DD.HH. Su respuesta fue la intolerancia 
ante las manifestaciones pacíficas, criminalizan-
do el ejercicio de los derechos que, en una so-
ciedad democrática, deben ser respetados. A 
continuación se presenta un resumen sucinto 
del informe titulado Venezuela 2014. Protestas 
y Derechos Humanos. 

1. Violaciones del derecho a la manifestación 
pacífica
Desde 1997 hasta 2012, Provea contabilizó 24 

mil 051 protestas en el país. El Observatorio Ve-
nezolano de Conflictividad Social señala que en 
2013 hubo al menos 4 mil 410 manifestaciones 
teniendo como motivo principal las demandas 
sociales4. Sin embargo, el detonante de las pro-
testas de este año fue una mezcla de desconten-
to social con la precaria situación económica y 
por los altos niveles de inseguridad del país. El 
asesinato, a principios de 2014, de una ex miss 
Venezuela y de su esposo conmocionó al país. 
Luego en el Táchira los estudiantes universitarios 
protestaron por el intento de abuso sexual de 
una estudiante de la ULA, y esa protesta finalizó 
de modo violento y con el saldo de tres estudian-
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tes detenidos. Otras casas de estudios comenza-
ron a manifestar por la liberación de los estu-
diantes detenidos en el estado andino. En este 
clima de tensión y violencia continuaron las de-
tenciones a jóvenes manifestantes. El 12 de fe-
brero de 2014 se registraron movilizaciones ma-
sivas en la mayor parte del país. Ese día fueron 
asesinadas las primeras personas por la actuación 
de funcionarios públicos y paramilitares. 

La acusación del Ejecutivo, atribuyendo las 
muertes a los propios manifestantes, coadyuvó 
a aumentar los hechos de violencia y violación 
generalizada a los DD.HH5. En este sentido es 
importante destacar tres fenómenos en el desa-
rrollo de las manifestaciones. 	

El primero es el señalamiento infundado del 
Ejecutivo de que las protestas llamadas guarim-
bas fueron violentas, porque muchas se limitaron 
al cierre de las vías de acceso a zonas residen-
ciales. Un aspecto novedoso fueron las modali-
dades de protestas que realizaron los venezola-
nos6, lo cual contribuye a la madurez del movi-
miento social en Venezuela. Sin embargo, el 
Ejecutivo ha creado una matriz de opinión, en 
diferentes ámbitos, para hacer ver que las gua-
rimbas fueron los focos de violencia que preten-
dían crear un clima de desestabilización gene-
ralizado en el país. Ahora bien, del total de ma-
nifestantes solo un 2,5 % se relacionó directa-
mente con las guarimbas, es decir, aproximada-
mente 20 mil personas. Por tanto, el dato cues-
tiona el sobredimensionamiento realizado en la 
estética del conflicto cuyo valor simbólico y no-
ticioso se privilegió para la difusión en los MCS 
tradicionales y digitales. Se reiteró la violencia 
socio-política en contra de la incipiente madurez 
del movimiento social en el país. Lo segundo 
fue el uso de las redes sociales para las convo-
catorias a las manifestaciones y como vía de 
denuncia y difusión de las violaciones de los 
DD.HH. Por último, la protesta dejó de ser un 
acontecimiento de la capital ya que Caracas se 
sumó a las manifestaciones a partir del 12 de 
febrero de 2014 y las protestas fueron con el fin 
de pedir la liberación de los estudiantes deteni-
dos, la renuncia del presidente Maduro y el cese 
de la represión. En el resto del país las manifes-
taciones fueron por: el desabastecimiento de 
productos de consumo masivo, crisis en el su-
ministro de agua potable y electricidad7. 

2. Violaciones a la integridad personal  
y a zonas residenciales
La Guardia Nacional Bolivariana (GNB) tiene 

en su haber el mayor número de denuncias de 
violación de DD.HH en el ejercicio de sus fun-
ciones de control. A este órgano del Estado se 
incluyen grupos paramilitares y de civiles arma-
dos quienes, coordinadamente con los cuerpos 
militares y policiales, agredieron a los manifes-
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Cuadro 1. Detenciones de manifestantes desde 1989
	 Período	 1989-1992	 1992-1998	 1998-2012	 2013 		 Febrero-mayo 
							       2014
	 Presidente	 Carlos Andrés Pérez	 Ramón J. Velásquez	 Hugo Chávez		  Nicolás Maduro		
		  Rafael Caldera
	 Nro. de detenciones	 3.023	 2.913	 4.109	 355		  3.127
	 Total general 
	 13527	 5.936		  4.109		  3.482

tantes o a civiles que se encontraban en zonas 
residenciales cercanas a los sitios donde se de-
sarrollaban las manifestaciones. 

Según Provea, el uso de armas de fuego y ga-
ses dejó entre febrero y abril de 2014 un total de 
854 heridos y lesionados. El Foro Penal Venezo-
lano registró 153 casos de torturas, tratos crueles, 
inhumanos y degradantes cometidos contra ma-
nifestantes detenidos en distintas ciudades del 
país8. ¿Dónde ocurre la novedad? en las acciones 
de intimidación, en el acoso y la agresión, en el 
uso desproporcionado de la fuerza pública con: 
la utilización de productos químicos; balas de 
perdigón contra zonas residenciales; ataques de 
grupos de civiles; obstrucción por parte de efec-
tivos militares y policiales de ambulancias y bom-
beros para brindar asistencia a los heridos; alla-
namientos ilegales; destrucción de bienes priva-
dos y en el hostigamiento a la población civil al 
identificarlos enemigos del Estado. 

3. Detenciones arbitrarias y violaciones  
al debido proceso
En el país desde 1989 a mayo de 2014 se han 

contabilizado 13 mil 527 detenciones9. En el cua-
dro 1 se presenta de forma comparativa las de-
tenciones de manifestantes desde 1989.

De las estadísticas se concluye que en los úl-
timos años las protestas del movimiento social 
venezolano están siendo criminalizadas. En el 
gobierno del presidente Maduro, el argumento 
para reprimir las manifestaciones es la seguridad 
nacional lo cual conduce, inexorablemente, a la 
violación sistemática de los DD.HH. En este con-
texto se pueden interpretar las declaraciones del 
ministro Rodríguez Torres quien felicitó a la GNB 
por la impecable labor realizada en los desalojos 
de los campamentos apostados en distintas pla-
zas de Caracas10. 

También, hubo detenciones de personas que 
circulaban por las adyacencias de los sitios de 
manifestaciones. Se practicaron detenciones con 
violación al domicilio y sin orden judicial; de-
tenciones selectivas de personas y de activistas 
de DD.HH o de abogados defensores de dete-
nidos. Inclusive, altos funcionarios del Gobierno 
nacional tildaron a los detenidos como conspi-
radores y/o desestabilizadores. A esto se añade 
que el mismo presidente de la República anun-
ció la creación de los comandos populares an-
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tigolpe con funciones de prevención e informa-
ción a los órganos de seguridad del Estado sobre 
situaciones anormales emprendidas por grupos 
fascistas. El resultado fue la criminalización de 
la protesta con un mecanismo difuso ya que es-
tos grupos antigolpe serían los encargados de 
incriminar o no a los participantes de las pro-
testas. Esto se evidencia en las numerosas de-
nuncias en contra de civiles no identificados o 
pertenecientes a grupos relacionados con el ofi-
cialismo quienes detuvieron a manifestantes en 
coordinación con cuerpos militares y policiales11. 
Este modo de llevar a cabo las detenciones ar-
bitrarias responde al fenómeno conocido como 
falsos positivos, entendido como la criminaliza-
ción de civiles detenidos enjuiciándolos, con el 
fin de generar matrices de opinión pública para 
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justificar cualquier violación de DD.HH y, a su 
vez, mostrar resultados eficientes al país. 

	Igualmente se documentaron casos de viola-
ción a la libertad de expresión y ataques a pe-
riodistas. La ONG Espacio Público contabilizó 
en el primer cuatrimestre de 2014, 325 violacio-
nes a la libertad de expresión y 259 afectados 
que incluyen a infociudadanos, locutores, perio-
distas, reporteros gráficos y fotógrafos, medios 
de comunicación. En este contexto dijo el pre-
sidente Maduro: “Voy hacer un conjunto de nor-
mas, muy estrictas, para que acabe el amarillis-
mo […] El Nacional, El Universal y la Cadena 
Bloque de Armas (sic) apuestan al fracaso del 
plan nacional de paz. ¡Les llegará su hora! Me 
llamarán dictador; no me importa [.…] ¡O se 
montan o se encaraman!”12. El llamado de aten-
ción a los MCS fue directo y amenazante. 

De todo lo expuesto se evidencia la violación 
sistemática y reiterada de DD.HH en Venezuela. 
En este sentido es importante diferenciar el de-
recho a manifestar pacíficamente, de las salidas 
políticas que distintos sectores del país han que-
rido propiciar. Por tanto, no se pueden crimina-
lizar los derechos o adjudicarlos solo a un gru-
po de la sociedad. Los derechos de los venezo-
lanos son de todos y es función de un Estado 
democrático garantizarlos y protegerlos. Ahora 
bien, de todo lo expuesto, un asunto que debe 
resaltarse es la madurez del movimiento social 
para protestar de modos creativos y diversos. Es 
posible que estemos delante de otra época de 
exigibilidad de derechos de manera consciente 
e inclusiva. 

*Miembro del Consejo de Redacción de SIC.

Notas

1	  cf. Informe, p.7

2	  Ibíd., p. 8

3	  Ibíd., p. 23

4	  Ibíd., p.13

5	  Ibíd., p. 15

6	  Ibíd., p. 16

7	  Ibíd., p. 17

8	  Ibíd., p. 46; 48

9	  Ibíd., p. 57

10	  Ibíd., p. 59 

11	  Ibíd., p. 72 

12	  Ibíd., p. 88-89
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